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Artículo dos. Consideración de los derechos de emisión 
de gases de efecto invernadero del Plan Nacional de 
Asignación 2006-2007.

1. A partir del día 2 de marzo de 2006, para las tasa-
ciones correspondientes al 3 de marzo de 2006, la retribu-
ción de la actividad de producción de energía eléctrica a 
la que hace referencia el artículo 16.1.a) de la Ley 54/1997, 
de 27 de noviembre, del sector eléctrico, se minorará el 
importe equivalente al valor de los derechos de emisión 
de gases de efecto invernadero asignados gratuitamente 
a los productores de energía eléctrica mediante Acuerdo 
de Consejo de Ministros de 21 de enero de 2005, de con-
formidad con lo previsto en el Plan Nacional de Asigna-
ción 2005-2007, durante los períodos que correspondan.

A los efectos del cálculo de los importe de los even-
tuales saldos negativos de la liquidación de la tarifa del 
año 2006 correspondientes al período desde el día 1 de 
enero de 2006 hasta el día 2 de marzo de 2006, inclusive, 
dichos importes se minorarán para cada grupo empresa-
rial a los que pertenecen las empresas que figuran en el 
apartado 1.9 del Anexo I del Real Decreto 2017/1997, de 26 
de diciembre, en una cantidad equivalente al valor de los 
derechos de emisión asignados por Acuerdo de Consejo 
de Ministros de 21 de enero de 2005 a la totalidad de uni-
dades de producción en régimen ordinario de cada grupo 
empresarial, durante el mismo período.

2.  El valor unitario de referencia de los derechos de 
emisión será el precio de mercado del periodo al que corres-
pondan calculado de manera transparente y objetiva.

3. Se habilita al Ministro de Industria, Turismo y 
Comercio para el desarrollo reglamentario de la presente 
disposición.

Disposición adicional primera. Aplicación.

Lo establecido en el artículo primero de la presente dispo-
sición comenzará a aplicarse el día 2 de marzo de 2006 para 
las casaciones correspondientes al 3 de marzo de 2006.

Disposición adicional segunda. Identificación de grupos 
empresariales.

Antes del 2 de marzo de 2006, los agentes del mer-
cado diario de producción deberán comunicar al opera-
dor del mercado el grupo empresarial al que pertenecen 
de conformidad con lo establecido en el artículo uno, 
apartado 4, de la presente disposición.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente 
Real Decreto-ley.

Disposición final primera. Carácter del Real Decreto-ley.

El presente Real Decreto-ley tiene carácter básico, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 149.1.13 y 25 de 
la Constitución.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 24 de febrero de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

ANEXO

Procedimiento de asimilación de ofertas a contratos 
bilaterales físicos

1. Una vez cerrado el plazo de presentación de ofer-
tas de venta o adquisición de energía eléctrica en el mer-
cado diario e intradiario y antes de realizar la casación, el 
operador del mercado procederá a asimilar a contratos 
bilaterales físicos aquellas ofertas presentadas por suje-
tos pertenecientes a un mismo grupo empresarial por las 
cantidades coincidentes de venta y adquisición en el 
mismo período de programación.

El operador del mercado incorporará en la casación 
las ofertas correspondientes a la posición neta del grupo 
que no hayan sido asimiladas a contrato bilateral físico 
por el procedimiento anterior, posición que podrá ser 
alternativamente compradora o vendedora.

En los grupos empresariales que, en un mismo 
período de programación, tengan una posición neta ven-
dedora, el operador del mercado asimilará a contrato 
bilateral las ofertas de venta de menor precio con la tota-
lidad de las ofertas de adquisición del grupo; seguida-
mente, incorporará a la casación las ofertas de venta res-
tantes.

En caso de que tengan una posición neta compradora 
en un mismo período de programación, el operador del 
mercado asimilará a contrato bilateral las ofertas de 
adquisición de mayor precio con la totalidad de las ofer-
tas de venta del grupo; seguidamente, incorporará a la 
casación las ofertas de adquisición restantes.

2. El operador del mercado comunicará a los sujetos 
las ofertas que hayan sido asimiladas a contratos bilatera-
les físicos y serán éstos quienes procederán a su comuni-
cación al operador del sistema a efectos de la elaboración 
del programa diario base de funcionamiento.

El operador del sistema considerará dichas ofertas 
como contratos bilaterales físicos para realizar la gestión 
técnica del sistema.

3. En lo que respecta a la liquidación de actividades 
reguladas de la Comisión Nacional de Energía, durante el 
año 2006 el precio provisional a considerar para los distri-
buidores por la energía adquirida a través del mecanismo 
de asimilación descrito en el apartado 1 será el coste 
medio previsto en la tarifa de 2006 para la energía gene-
rada en el régimen ordinario para el territorio peninsular, 
incluyendo los costes de los servicios de ajuste y la garan-
tía de potencia, que se corresponde con 42,35 €/MWh. 

 3436 REAL DECRETO-LEY 4/2006, de 24 de febrero, 
por el que se modifican las funciones de la 
Comisión Nacional de Energía.

Las tendencias de concentración empresarial en los 
mercados energéticos mundiales y europeos han puesto 
de relieve determinadas insuficiencias en la legislación 
vigente. Insuficiencias que tienen al menos una doble 
faceta: por una parte, no se contemplan todos los intere-
ses cuya protección por los poderes públicos parece con-
veniente; por otra, no somete a simétrica consideración 
las operaciones cualquiera que sea el agente promotor de 
las mismas.

Así, conforme a la legislación vigente, no resulta posi-
ble examinar en todos los supuestos la adquisición del 
control de unas empresas por otras, en la medida que 
afecten a intereses generales de la política energética 
española y, en particular, a la seguridad pública. Además, 
mientras que en su actual redacción la función Decimo-
cuarta de la Comisión Nacional de Energía, regulada en la 
Disposición Adicional Undécima.Tercero.1 de la Ley 34/1998, 
de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, condiciona 
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a la autorización de la Comisión Nacional de Energía la 
toma de participación por sociedades con actividades 
reguladas en cualquier entidad que realice actividades de 
naturaleza mercantil, no establece la misma previsión 
cuando la sociedad objeto de la participación realiza acti-
vidades reguladas pero no la sociedad que pretende dicha 
participación.

La corrección de ambas insuficiencias, que requiere 
una disposición con rango de ley, adquiere carácter de 
extrema y urgente necesidad, por cuanto que es necesa-
rio establecer sin dilación las características de la nueva 
regulación, de manera que los agentes económicos dis-
pongan de unas perspectivas claras del marco jurídico en 
el que ejercitar sus opciones empresariales o financieras.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Industria, 
Turismo y Comercio, al amparo del artículo 86 de la Cons-
titución española, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 24 de febrero de 2006,

D I S P O N G O :

Artículo único. Funciones de la Comisión Nacional de 
Energía.

Se da nueva redacción a la Disposición Adicional 
Undécima, Tercero. 1. Decimocuarta de la Ley 34/1998, de 
7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, que queda 
redactada como sigue

«Decimocuarta.–1. Autorizar la adquisición de 
participaciones realizada por sociedades con activi-
dades que tienen la consideración de reguladas o 
actividades que estén sujetas a una intervención 
administrativa que implique una relación de suje-
ción especial, tales como centrales térmicas nuclea-
res, centrales térmicas de carbón de especial rele-
vancia en el consumo de carbón de producción 
nacional, o que se desarrollen en los sistemas eléc-
tricos insulares y extrapeninsulares, así como las 
actividades de almacenamiento de gas natural o de 
transporte de gas natural por medio de gasoductos 
internacionales que tengan como destino o tránsito 
el territorio español.

La autorización será igualmente requerida 
cuando se pretenda la adquisición de participacio-
nes en un porcentaje superior a un 10% del capital 
social o cualquier otro que conceda influencia signi-
ficativa, realizada por cualquier sujeto en una socie-
dad que, por sí o por medio de otras que pertenez-
can a su grupo de sociedades, desarrolle alguna de 
las actividades mencionadas en el párrafo anterior 
de este apartado 1. La misma autorización se reque-
rirá cuando se adquieran directamente los activos 
precisos para desarrollar las citadas actividades.

2. Las autorizaciones definidas en los dos 
párrafos del apartado 1 anterior podrán ser denega-
das o sometidas a condiciones por cualquiera de las 
siguientes causas:

a) La existencia de riesgos significativos o efec-
tos negativos, directos o indirectos sobre las activi-
dades contempladas en el apartado 1 anterior.

b) Protección del interés general en el sector 
energético y, en particular, la garantía de un ade-
cuado mantenimiento de los objetivos de política 
sectorial, con especial afección a activos considera-
dos estratégicos. Tendrán la consideración de acti-
vos estratégicos para el suministro energético aque-
llos que puedan afectar a la garantía y seguridad de 
los suministros de gas y electricidad. A estos efec-
tos, se definen como estratégicos los siguientes 
activos:

Las instalaciones incluidas en la red básica de 
gas natural definida en el artículo 59 de la presente 
ley.

Los gasoductos internacionales que tengan 
como destino o tránsito el territorio español

Las instalaciones de transporte de energía eléc-
trica definidas en el artículo 35 de la Ley 54/1997, de 
27 de noviembre, del Sector Eléctrico.

Las instalaciones de producción, transporte y 
distribución de los sistemas eléctricos insulares y 
extrapeninsulares.

Las centrales térmicas nucleares y las centrales 
térmicas de carbón de especial relevancia en el con-
sumo de carbón de producción nacional.

c) La posibilidad de que la entidad que realice 
las actividades mencionadas en el apartado 1 ante-
rior de esta función decimocuarta quede expuesta a 
no poder desarrollarlas con garantías como conse-
cuencia de cualesquiera otras actividades desarro-
lladas por la entidad adquiriente o por la adquirida.

d) Cualquier otra causa de seguridad pública y, 
en particular:

1.º La seguridad y calidad del suministro enten-
didas como la disponibilidad física ininterrumpida 
de los productos o servicios en el mercado a precios 
razonables en el corto o largo plazo para todos los 
usuarios, con independencia de su localización geo-
gráfica; así como:

2.º La seguridad frente al riesgo de una inver-
sión o de un mantenimiento insuficientes en 
infraestructuras que no permitan asegurar, de forma 
continuada, un conjunto mínimo de servicios exigi-
bles para la garantía de suministro.

3. La autorización de la Comisión Nacional de 
Energía deberá ser solicitada antes de la adquisi-
ción, de forma que dicha adquisición solo será 
válida una vez obtenida la autorización. En el caso 
de que la adquisición se produzca por medio de una 
oferta pública de adquisición de acciones, el adqui-
rente deberá obtener dicha autorización con carácter 
previo a la autorización de la oferta conforme a la 
normativa del mercado de valores.»

Disposición transitoria única. Operaciones pendientes 
de ejecución.

Lo establecido en el presente Real Decreto-ley será de 
aplicación a todas las operaciones de adquisición subsu-
mibles en el supuesto de hecho previsto en el apartado 
Decimocuarto del apartado Tercero.1 de la Disposición 
Adicional Undécima de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, en 
la redacción dada mediante la presente norma, que se 
encuentren pendientes de ejecución a la entrada en vigor 
de la misma, salvo que con anterioridad ya hubieran obte-
nido la autorización de la Comisión Nacional de Energía 
en el ejercicio de la Función Decimocuarta de la Disposi-
ción Adicional Undécima.Tercero.1 de la Ley 34/1998, de 7 
de octubre, del Sector de Hidrocarburos.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente 
Real Decreto-ley.

Disposición final primera. Carácter del Real Decreto-ley.

El presente Real Decreto-ley tiene carácter básico, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 149.1.13.ª y 25.ª 
de la Constitución.
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Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 24 de febrero de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

CORTES GENERALES
 3437 REFORMA del Reglamento del Senado por la 

que se modifica el artículo 49.2.

Artículo único.

El apartado 2 del artículo 49 del Reglamento del 
Senado quedará redactado en los siguientes términos:

«2. Serán Comisiones no Legislativas aquellas que 
con tal carácter deban constituirse en virtud de una dispo-
sición legal y las siguientes:

Reglamento.
Incompatibilidades.
Suplicatorios.
Peticiones.
Asuntos Iberoamericanos.
De la Sociedad de la Información y del Conocimiento.
Nombramientos.
De Investigación Científica, Desarrollo e Innovación 

Tecnológica (I+D+I).»

Disposición final.

La presente reforma del Reglamento del Senado 
entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín 
Oficial de las Cortes Generales».

Palacio del Senado, 22 de febrero de 2006.–El Presi-
dente del Senado,

ROJO GARCÍA 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
 3438 CUESTIÓN de inconstitucionalidad n.º 6503-

2005, en relación con el artículo 453, párrafo 
segundo, en el inciso «por falta grave», y 
artículo 468.b) de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 
de abril, Procesal Militar.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 15 de 
febrero actual, ha admitido a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 6503-2005 planteada por el 
Tribunal Militar Territorial Segundo, en relación con el ar-
tículo 453, párrafo segundo, en el inciso «por falta grave», 
y artículo 468.b) de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, 

 3439 CUESTIÓN de inconstitucionalidad n.º 176-2006, 
en relación con el artículo 174.3 del Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, en la redacción dada en el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en su remi-
sión al artículo 101 del Código Civil.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 15 de 
febrero actual, ha admitido a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 176-2006 planteada por la 
Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en relación con el 
art. 174.3 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, en su redacción dada por el Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en su remisión 
al art. 101 del Código Civil, por posible vulneración del
art. 14 de la Constitución.

Madrid, 15 de febrero de 2006.–La Secretaria de Justi-
cia del Pleno, Herminia Palencia Guerra. 

 3440 CUESTIÓN de inconstitucionalidad n.º 549-2006, 
en relación con la Ley de la Asamblea de Extre-
madura 7/1997, de 29 de mayo, de Medidas 
Fiscales sobre la Producción y Transporte de 
Energía que incidan sobre el Medio Ambiente.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 15 
febrero actual, ha admitido a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 549-2006, planteada por la 
Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, en 
relación con Ley de la Asamblea de Extremadura 7/1997, 
de 29 de mayo, de Medidas Fiscales sobre la Producción y 
Transporte de Energía, que incida sobre el Medio 
Ambiente, por posible vulneración de los arts. 9.3, 133.2, 
142 y 151.1 de la C.E. y 6.3 LOFCA.

Madrid, 15 de febrero de 2006.–La Secretaria de Justi-
cia del Pleno, Herminia Palencia Guerra. 

 3441 CUESTIÓN de inconstitucionalidad n.º 876-2006, 
en relación con la Ley de la Asamblea de Extre-
madura 7/1997, de 29 de mayo, de Medidas 
Fiscales sobre la Producción y Transporte de 
Energía que incidan sobre el Medio Ambiente.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 15 de 
febrero actual, ha admitido a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 876-2006 planteada por la 
Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, en 
relación con Ley de la Asamblea de Extremadura 7/1997, 
de 29 de mayo, de Medidas Fiscales sobre Producción y 
Transporte de Energía que incidan sobre el Medio 
Ambiente, por posible vulneración de los arts. 9.3, 133.2, 
142 y 151.1 de la Constitución y del art. 6.3 de la LOFCA.

Madrid, 15 de febrero de 2006.–La Secretaria de Justi-
cia del Pleno, Herminia Palencia Guerra. 

Procesal Militar, por posible contradicción con los
arts. 24.2, 106 y 117.5 de la C.E.

Madrid, 15 de febrero de 2006.–La Secretaria de Justi-
cia del Pleno, Herminia Palencia Guerra. 


